
LAS RESISTENCIAS AL ESTADO LIBERAL Y EL SISTEMA EDUCATIVO.
LOS PRECEDENTES DEL AUTONOMISMO EDUCATIVO.

UN ESTUDIO REFERIDO A ÁiAVA

ERNESTO [ADRON DE GUEVARA L6PE7_ DE ARBINA (')

RESUMEN. La formación del Estado liberal data de 1839, as( como la configura-
ción de un primigenio sistema educativo que progresívamente proveerfa de cíudada-
nos formados para el ejercicio de los derecEtos y libertades propios de un Estado
constitucional con una monarqu(a limitada. El régimen foral> sin embargo, actuada
como resistente a dicho cambio de antiguo a nuevo régimen, para preservar los privi-
legios de los estamentos que controlaban a la población. EI estudio de la evolución
de las resistencias de régimen foral a la formación de un sistema educativo centraliza-
do y unificado propio de un régimen liberal nos lleva a la fenomenologfa nacionalis-
ta que lideraba el autonomismo vasquista derivado del sentimiento foral, con la rei-
vindicación de la descentralización educativa.

I_a formación de Estado Liberal y la con-
figuración de sistema nacional de educa-
ción han sido y son procesos paralelos.
En la Constitución de 1812 los liberales
de Cádiz entend(an perfectamente la
función que deb(a rener la instrucción
pública en la formación de los ciudada-
nos y cn la liberación de las ataduras de la
ignorancia yue sometían al hombre a las
poderes del Anti^uo Régimen, recogien-
do as(, la herencta de los rlustrados f^ran-
ceses para la superación de la etapa de los
súbditos por una era nueva de las ciuda-
danos.

EI estudio de la evolución de las resis-
tencias al régimen liberal y a la farmación
del Estado como instrumento de protec-
ción de las libertades durante el siglo xix
tiene una enorme im portancia para la in-
terpretación de las realidades actuales. Por
eso, en este trabajo se va a realizar un viaje
en el tiempa a los efectos de analizar esas
resistencias en un ámbito como el de Ála-
va que resulta una atalaya privilegiada
para abservar dícha evolución diacrónica,
desde donde también se pueden estable-
cer, a partir de cierto momento, generali-
zaciones para todo el Pa(s Vasco.

(') Instituto Frdericu Raraibar (Vitoria).
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LAS JUNTAS GENERALES DE ÁLAVA Y
EL EJERCICIO DE SU COMPETENCIA
EN MATERIA DE INSTRUCCIÓN
PÚBLICA

Las competencias de las Juntas Generales
durante el siglo x^x y anteriores eran la
elección del diputado general y su tenien-
te, la de la Junta particular, el cuidado de
la salud pública, el orden público y la per-
secución de los malhechores, el fomento
del comercio, artes e industria, agricultura
y ganaderta, el cuidado de los montes, los
caminos y puentes, la policía urbana, rural
y ganadera, la beneficiencia, la caza y la
pesca, etc.

Pero a los efectos que nos ocu^an, te-
nía como competencia la instrucción pri-
maria, secundaria y de ampliación, al me-
nos mientras no se lo impidieran las
tendencias centr(petas, como veremos.
Durante los dos tercios finales del siglo xix
se mantuvo un constante pulso entre el
poder foral y las instituctones centrales,
que representadas por la figura del gober-
nador fueron una constante amenaza a la
conservación de esta parcela competen-
cial. Fueron varias las ocasiones en las que
las diputaciones, y en especial la de Álava,
tuvieron que intervenir para evitar el ex-
^olio de las competencias en materia de
mstrucción pública.

Consta la existencia de planes de ac-
tuación escolar elaborados por la Diputa-

ción foral de Álava. Sin embargo, Vitoria
trató de encontrar su pro p io ámbito de
funcionamiento, adecuando dichos pla-
nes a su propia realidad. En consecuencia,
se produjeron dos evoluciones diferencia-
das, aunque no contrapuestas, entre la
función planificadora de la Diputación y
la constante búsqueda del Ayuntamiento
de Vitoria para dotarse de su propio régi-
men de funcionamiento, que será una
constante a lo largo de todo el siglo xlx'.

LAS TENSIONES FORALES CONTRA
LOS INTENTOS DE
CENTRALIZACIÓN Y UNIFICACICSN
DEL SISTEMA EDUCATIVO

LA LEY MOYANO Y LA CENTRALI'LAC16N

Las tensiones entre las competencias fora-
les en materia de instrucción pública, las
competencias municipales para seleccio-
nar y retribuir a los maestros y los gobier-
nos liberales que tendfan a crear un siste-
ma nacional de instrucción pública,
fueron constantes.

De ahí que se estableciera la costum-
bre de conferenciar entre las di putaciones
vascongadas, en unos casos de Alava, Gui-
púzcoa y Vizcaya, y en otros, también con
la de Navarra. Con motivo de la ley Mo-
yano la Diputación Alavesa tomó la
iniciativa abanderando una iniciativa

(1) ^^La junta pardcular de la ciudad de Vitoria, tras examinar detenidamentr el plan dc rscuelas prrsrn-
tado por la junta general de noviembre, y después dr evacuar consultas con maestros y persunas ilustradas, pru-
pone una serie de modificaciones del citada Plan. La redacción del reglamrnto yur propone para las escuelas dr
la ciudad, consta de un único cap(tulo con ocho artfculos que hacrn referencía a la clasíFicacíón de las trrs rscur-
las de la ciudad, una de ellas tiene la categor(a de principal, situada en el punto m5s céntrico dr la ciudad, ryui-
distante de las otras dos. Sr esprcitican los conocimientos yue en cada un:c dr rstas escuelas sc impartir.í a los ni-
ños. L.os trxtos yue se utilícen en rllas ser^n fos mismos qur se srñalen para las del rrsto de la proviniia. Las
funciones que srfialan al visitador, en su ausencia al marstro principal, son: decidir sobrr la admisión dr los ni-
ños en las escuelas, y permitir rl paso de los alumnos de una clase a otra, y controlar dirrrtamrntr la marcha dc
los tres centros, e infonnar, con una lista nominal, a la junta suprrior úe los adrlantos dr +us alumnos. Final-
mente, en este reglamento particular sr rstablecc la dotación de los marscros dr estas rscuclas yue drbrn dr dis-
frutar, sirndo: 600 ducados al maestro principal, y 500 los otros dos (...)^^ Are•hit^o pror^iurial cle ^Lrr^cr depen-
eiirnte de la lliputación Foral de Álava, en adrlante A.I'.A. 1)irrctoria Hritóri^o, en drlantr /).H. pp. 64-3R.
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conjunta para evitar la aplicación de la ci-
tada leyz. El día 6 de noviembre de 1857
parlamentaron los tres diputados genera-
les, de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya en la
sede de Álava. En ese encuentro valoraron
la situacíón floreciente de la ensefianza,
fruto> según ellos, de la autonomfa foral y
de la capacidad de los órganos forales para
planificar su propio sistema de instrucción
pública. Incluyeron también a los ayunta-
mientos y concejos en ese empe6o y celo,
reflejando un cuadro optimista del cum^li-
miento de las necesidades de instrucción
pública en cada una de las provincias.

De ahí que las tres provincias conside-
raran a la ley Moyano una intromisión en
el terreno de la autonomía organizativa y
competencial de las diputaciones y ayun-
tamientos. Sin embargo reconoclan que la
«mayor parte de las escuelas del País Vas-
congado están pobremente dotadas: los
cargos de maestros están fuera de al gunas
escasas poblaciones agregadas a los de sa-
cristanes y"fieles de fechos"» 3(Escuelas
en condiciones muy precarias y maestros
pluriempleados para poder vivir).

Pero, además, consignaban otras ra-
zones, de no menor interés, como era la
prerrogativa de elección del maestro,
atendiendo a la necesidad de que el profe-
sorado conociera el idioma vascon gado,
ya que en caso contrario «las escuelas se
verán ocupadas por profesores extrafios a
la lengua y a las costumbres especiales de

este país, surgiendo después de aqu( el res-
friamiento de los pueblos, el abandono de
la educacián pública, la propagación de
las malas ideas y la inmoralidad e indisci-
plinas, de cuyas plagas se ha visto hasta
ahora libre (...) » 4. Era evidente la reticen-
cia a perder el control sobre el nombra-
miento de maestros, y la prevención con-
tra maestros venidos de fuera del País
Vasco. Existía una visión relativamente
endo^ámica, pues, al margen de razones
objetivas como la condicionante lingiiísti-
ca e incluso antropológica o etnográfica,
empleaban ciertas objeciones que supo-
nlan un enfoque reduccionista en los as-
pectos sociales y culturales. Podr[a dedu-
cirse del texto que el lenguaje vascongado
era más una excusa que una realidad pal-
pable, para continuar con la selección de
los maestros atribuida a los ayuntamien-
tos. El euskera era una realidad cotidiana
en Guipúzcoa y en determinadas comar-
cas de Vizcaya. Por tanto en esas amplias
zonas tenía sentido la reticencia respecto a
los maestros venidos de fuera, desconoce-
dores de dicha lengua. Pero la situación de
uso del euskera en Álava se limitaba a zo-
nas geográficas muy limitadas del territo-
rio aíavés. Daba rnás la impresión de que
habta razones de fndole moral o religiaso,
para continuar con la selección de maes-
tros y maestras de forma acorde con el
conservadurismo tradicional. Sin duda, era
uno de los residuos del Antiguo Régimen.

(2) ^^(...) prescindiendo de estcr, en la organización pol(tica dcl Pafs, en su siruación topográfica, en sus
cosrumhres, en su dialecto, en la forma en que se halla establecida la primera enseRanra, en la exigua y corta do-
tación de los profesnres y en otras infinitas circunstancias, yuc a la ilustración de V.S, no se le oculcan, existen
consideraciones de eyuidad y conveniencia, que unidas a las de estricta justicia, yur sr han expuesto, fortalece-
r(an una reverentr súplica a S.M. pidiendo la suspensión de los efectns de la Lry de insrrucción en un pafs cuya
administración solemnemente rrconocida prover a este punto en los tErrninos rnas conformes ron sus nrcesida-
des; por lo que ta ejecución de ayuella aparece como contraria a fos derechos, en cu ya posrsión eseán las Provin-
cias Vascongadas^^. Comunicarión ale 23 de ssti<mbre de 1857 dr la Drputación dr Alavrr u!ur dr Guipríu•oa y de/
Sehorlo de Vi,uayaA.P.A. D.H. pp. 40-27.

(3) A.P.A. D.H. G98-9. tnstancia de G de novirrnbrr dr 1857 dr los diputados dr las provincias vascon-
gadas a S.M.

(4) Ib(d.
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De esta forma se pretendfa poner obstácu-
los a la entrada de las ideas liberales en la
escuela.

Entre las razones es^rimidas por los
firmantes figuraba tambtén el control de
la enseñanza. La ley Moyano atribuía la
capacidad de supervisión de la enseñanza
a las juntas provtnciales y locales. Los re-
clamantes entendfan que se despojaba a
las instituciones forales y locales de esa
competencia. Dc esa forma quedaba pa-
tente la reticencia a una institución creada
por la ley, que sustra[a el control directo
de las diputaciones, por una parte, y de los
rnunicipios, por otra. Era, por tanto, una
oposición a un órgano admínistrativo
propio de un sistema escolar unificado y
estructurado, y la plasmación del descon-
tento contra cualquier intento foráneo de
intervenir en materia educativa.

Causa estupefacción y rechazo a los
firmantes el hecho de que la ley facultara a
los gobernadores civiles a fijar las retribu-
cíones a los maestros, o las cantidades que
debieran pagar los pueblos a los mismos,
considerando que

nunca visto en este pals no contenida ni en
las disposiciones comunes anteriores, será
de funesto efecto en unas provincias, que se
exceden en sostener decorosamente la ense-
ñanza primaria y que juzgatlan inválidos
sus fueros y atribuciones al contemplar, que
sin respeto a estos ni a las leyes que se haa
confirmado desde su voluntaria anexión a
la Corona de Castilla, se viene a imponer
los tributos y cargas que hasta ahora no han
conocido en semejante forma5.

En consideración a todo ello, los fir-
mantes valoraban como inaplicable la ley
Moyano en el Pa(s Vasco.

Según afirma Coro Rubio Pobes, se
celebró una nueva conferencia en el mes
de enero de 1859 para que se repusiera al
pa(s vascongado «en punto a instrucción
^ública en las atribuaones que con venta-
las conocidas de la enseñanza y del mejor
servicio público ha ejercido en esta parte,
encaminándose especialmente la solícítud
de los Sres. comistonados a c^ue las Di^u-
taciones y Ayuntamientos e^erzan la tns-
pección y vigilancia, nombren los profe-
sores y se6alen a éstos los sueldos»^.

Los comisionados, atendiendo a las
instrucciones de sus diputaciones, elabora-
ron unas «Bases para el arreglo y organiza-
cíón deI ramo de instrucción pública en las
Vascongadas». En ellas se atribufa a las di-
putaciones forales el control de la ensefian-
za que la ley Moyano habfa encargado a los
respectivos gobernadores civiles. En las
juntas provinciales se sustitu(a el diputado
y conse ero provinciales por dos represen-
tantes ^e las diputaciones forales, uno de
los cuales presid[a la Junta en ausencia del
gobernador, etc. Pero lo que más relieve te-
nfa fue la atribución de las com petencias
asignadas a los gobernadares cíviles, a los
rectores de las universidades o a la Direc-
ción de Instrucción Pública, a las diputa-
ciones forales'. EI Gobierno aceptó tales
bases y resolvió a favor de las provincias
vascas, mediante la real orden de 4 de julio
de 1859.

Las situaciones que muestran esta
constante tensión entre el poder foral y
el central son largas de resefiar, y las ire-
mos viendo a lo largo de este trabajo,
observándose que las provincias afora-
das casi siempre alcanzaron sus preten-
siones, en una mutua adaptación con el
poder real.

(5) Ibld.
(6) C. RUBio PoBES: Rtvolución y tradición (^1 Pals l/asco antr la Rrvolutión librral y Gr construccihn de!

Estado Erpafiol, 1808-1868). Madrid, Siglo XXI, 1996, p. 293.

{7) Loc. cit.
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LA LEY CATALINA Y EL CONTItOL DE LA

ENSEÑANZA

Otro hito que muestra claramente dichas
resistencias fue con ocasión de la ley que
promulgó al final de su reinado Isabel II",
promovida por el Marqués de Orovio y
ílrmada por Severo Catalina. Era el año de
1868, tiempo de crisis de los valores mo-
derantistas. EI año anterior habta surgido
una fuerte campafia de progresistas y de-
mócratas para derrocar la monarqu[a bor-
bónica. La Iglesia y los conservadores cie-
rran filas para frenar el auge liberador, y
para ello qué mejor que controlar la crisis
social y polftica que se avecinaba, evitan-
do que los maestros -gufas espirituales de
los educandos- se desviaran hacia las nue-
vas ideas libertinas y republicanas.

La ley de Severo Catalina, de effinera
existencia, pues pronto se producirfa la re-
volución de 18G8, pretendfa devolver a la
Iglesia el control de la enseñanza y frenar
las tendencias secularizadoras. El camino
hacia la secularización iba paralelo a la
centralización educativa liberal. Para ello
se entre^ó, en la práctica, el control de la
instrucción pública a la Iglesia. Y se su^ri-
mieron las escuelas normales, para ev^tar
la afluencia de maescros con ideas nuevas.

La ley Moyano habfa puesto las bases
para una relativa secularización, donde el
Estado sustituyera a la Iglesia. Por el con-
trario, la ley Catalina se centraba en el
control de la enseñanza, que se encocnien-
da a la Iglesia. Asf, se animaba a los curas
pátrocos, coad'utores u otros eclesiásticos
a asumir la flunción del magisterio en
aquellos pueblos que no Ilegaran a 500 ha-
bitantes, a la sazón la mayorfa del salar

rústico en España, remunerando con 100
escudos al que asf se designara. Con este
precepto se asestó un golpe importante a
la profesionalización del magisterio im-
pulsada desde la ley Moyano, suprimien-
do las normales y encomendando dicha
ensefianza a la Iglesia. Aunque, por otra
parte, se estipuló que los estudios teóricos
de maestros de instrucción primaria se
realizarfan en los institutos de segunda en-
señanza.

EI trasfondo ideológico y el control de
la enseñanza quedaron asignados a la Igle-
sia mediante la custodia y vigilancia de los
contenidos impartidos. Gracias a ello cen-
suraba las lecturas que se realizaran en las
escuelas y sometfa a su control los libros
de lectura utilizados, estableciendo su en-
foque doctrinal`'. Era tan estricta la ley que
amenazaba con separar de la función del
magisterio a los que no usaran las obras
prevlamente aprobadas en las listas oficia-
les de libros para su uso en las escuelas.

En provincias tan apegadas a lo tradi-
cional, y tan atadas al elemento eclesiásti-
co como las vascas, estos principios tenfan
campo abonado. En consecuencia, la ley
Catalina represenraba en principio un
buen marco para una sociedad tan cleri-
cal. Sin embargo, dominó el interés por
preservar un modo de organización de la
enseñanza en sede foral, una autoorgani-
zación que pasibilitaba el control directo
de las instituciones forales en la dirección
del sistema escolar.

En la provincia de f^lava, la Diputa-
ción Foral segufa poseyendo la campeten-
cia de (a organizaaón de la enseñanza, tal
como hemos visto, elaborando planes pro-
pios con criterios organizativos peculiares.

(^3) Gacaa clt Madrid, n.° I 5(i, del 4 de junio de 18G8.
(9) ^^Arr. 29. l^^s libros de lecrura en yue los nifios y nifias han dc aprender y cjerritarsr, as( en las

Escuelas públicas como en las privadas, se someter^n a la ccnsura especial dc los eclcsiásticos yue formen parte
de la Junta superior de instrucción pública, por lo yue atafie a la purrza dc la doctrina, y scrán adcmás objeto de
muy dctenido cxamen de la rnisma Junta, a fin de yur contcngan sicmprr srncillas e inrerrsantrs nuricias dr la
historia sa^;rada y dc la dr Espafia y ler^ionrs útilcs de cducacián y mural...
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Habfa una única dirección orgánica y fun-
cional de la enseñanza. Y en el ámbito
municipal estaban las juntas locales que
no hacían peligrar las competencias fora-
les, sino que, incluso, las reforzaban.

Ello explica que Álava, junto con las
otras provincias vascongadas, se rebelara
con fuerza -como lo hicieron con la ley
Moyano-10 contra lo que entendían un
intromisión del Estado y un intento de
homogeneización y uniformidad de la en-
señanza que atentaba contra sus poderes
forales.

(...) la instrucción primaria ha sido parte in-
tegrante de su Administración secular y que
desde las épocas rernot(simas en que las
Provincias se entregaron voluntariamente a
la Corona las Juntas generales en el circulo
de su acción y las diputaciones en el suyo
respectivamente han acordado y realizado
tas providencias relativas al mejoramiento
de la ense6anza habiendo sido de su com-
petencia exclusiva la expedición de tftulos a
los Profesores, previo el examen de aptitud
e idoneidad de los mismos y cuanto concer-
nía al régimen de un ramo tan esencial en la
vida de los pueblos: dirán igualmente que
los nombramientos de los maestros y el se-
6alamiento de sus sueldos correspondió a
los ayuntamientos, Merindades y Concejos

y que fue tal el celo el interés y el empeño de
antiguo desplegados en el fomento y desa-
rrollo de la enseñanza primaria que en esta
lfnea las Provincias Vascongadas, han sido
honrosamente citadas como modelo entre
propios y extraños no habiendo ninguna
otra que pudiera exhibir títulos tan legíti-
mos a la consideración unánime que las ha
sido tributadas".

As! comenzaba una comunicación de
las diputaciones vascas a la reina Isabel II
en la que quedaba patente la trayectoria
de las competencias educativas en el ám-
bito foral y la decidida voluntad de defen-
der esa autonomía en materia de instruc-
ción pública, base de la moralidad y de la
formación de los hábitos de laboriosidad
de los pueblos del solar vasco. Asi mismo
se oponían a la centralización del ^ago de
haberes de los maestros en el ámbtto pro-
vincial. Como sabemos, no era la primera
vez que se enfrentaban el fuero y la unifor-
midad central1z.

A pesar de la identidad político-ideo-
lógica de los sectores carlistas y católicos
de la sociedad vasca, no fue bien aceptada
la ley Catalina. La ^rueba es que rápida-
mente (el 12 de junto de 1868) comenzó a
fraguarse la unidad de las tres diputa-
ciones para oponerse a la misma. Véase al

(]0) Un ejemplo de la tcnsión que manten(a el poder foral contra los intentos de centralización y dr la
alianza entre las provincias aforadas lo constim(a la situación que se creó con ocasión de la recomendación de la
ley Moyano de constituir escuelas de párvulos y sordomudos. En las actas de las sesiones celebradas en la locali-
dad de Maestu, en d afio de 1860, se da cuenta de lo acordado por las comisiones de Hacienda y C,uadrillas res-
pecto al expediente que fue instruido sobre la creación de una escuela de sordomudos y ciegos en cl distriro uni-
versitario de Valladolid y a los recursos con que deb(an conrribuir las siete provincias yue fiirmaban dicho
disrrito, conforme a lo reyuerido por el Rector de dicha universidad. Al tiempo, la citada junta facultaba al di-
putado general para yue se pusiera en comunicación con sus homólogos de Vizcaya y C^uiptí•r,coa, y sr suger(a la
posibilidad de crear en el Pa(s Vascongado una escuela de esa naturaleza. Cuestión ésta que nunca Ilegarfa a rea-
lizarse. De esta forma se refleja un interés en promover la creación de tm distrito formado por las tres pruvincias,
y de la roma de conciencia común como Pa(s Vasco. A.P.A. Actas del Territorio Histórico de Álava correspon-
dientes al afio 1860.

(11) A.P.A. pp. 153-27. Oposición de las diputaciones a la ley de Instrucción primaria. 1868.
(12) la orden de la Regencia de 14 de marzo de 1842, en la que se ordenaba el cumplimienro dc la Iry

del 21 de julio de 1838 fue, quizls, el primer impedimrnto legal yue las diputaciones vascas enconrraron. Aun-
que el 8 de julio de 1844 se produjo otra resolución regia por la yue se reintegraban a las pruvincias vascongadas
sus fueros, continuando rn el ejercicio de las competencias en mareria dr instruccic5n púhlica.

110



respecto la carta que remit(a el Diputado
de Guipúzcoa al de l^lava el día 25 de ju-
nio de 1868:

La Ley de instrucción primaria sancionada
el 2 del que rige va a producir una grave y
trascendental perturbación en la educación
intelectual de la juventud vascongada y está
llamada además a ocasionar novedades pro-
fundas en la parte relativa a la administra-
ción que como resultado del mantenimien-
to de los fueros y de las inscituciones
veneradas de este apartado rincón de la mo-
narqufa se ha reconocido y se reconoce en
las Juntas generales, en las diputaciones, en
los ayuntamientos y en los concejos y pue-
blos de este Pafs13.

En concreto, a juicio de la Diputación
guipuzcoana, los puntos que suscitaban
mayor recelo eran la centralización de los
fondos de atención a la ensefianza, la for-
mación de los maestros, la constitución de
la Junta provincial, el nombratniento de
los maestros y de los secretaríos de las jun-
tas. Por ello se solicitaba que se facultara a
las diputaciones para intervenir en la for-
mación de los maestros y en su nombra-
miento. Y el Diputado General de Gui-
púzcoa ofreció a los de Álava y Vizcaya la
realización de una conferencia'".

De esta forma se proced(a, a propues-
ta de la Diputación de Vizcaya, a una reu-
nión conjunta en Vergara, el lunes 22 de
junio de 1868 a las 8 horas de la tarde, en
cuya acta se dec(a nuevamente que la ley
que se acababa de promulgar era inaplica-
ble a las circunstancias y c•ondiciones de las

provincias vascas, y se hacfa rnención ex-
presa al respeto a las libertades del pa(s, y a
que con ocasión de similar situación se
adaptó la ley de 1857. Nuevamente se rea-
lizó un llamamiento para que la ley no
afectara a las formas peculiares de organi-
zación foral y a la idiosincrasia de las pro-
vincias hermanadas15.

Insistentemente, como ocurrió en di-
ferentes momentos de la historia, se recla-
maba la gestián de los maestros, en su for-
mación, en sus dotaciones económicas, y,
en definitiva, en su selección. Es decir, se
pretend(a la autonom(a en la forma de or-
ganízar la administración de la instruc-
ción pública, controlando lo concerniente
a las juntas, la inspección, y toda la cues-
tión de la ensefianza. En def nitiva, se ins-
taba a dejar inaplicable la ley y mantener
los usos y costumbres tradictonales en el
Pafs. En tal sentido las conclusiones de di-
cha conferencia, remitidas a la reina, eran
claras y rerminantes:

l.° dejar a la discrecidn de las mismas
Provincias la formacián de los Maestros
con especialidad los de las poblaciones rura-
les yue son la mayor parte del pa(s: 2.^ qur
no se ( leve a cabo la centralización de fon-
dos ni se suprima el método particular don-
dc las pohlaciones rurales pagan en frutos a
los tnaestros sus respectivas prnsiones: 3.°
yue no se aumenten las dotaciones de los
macstros ni estos cargos sean incompatibles
con cualesyuiera otros satisfechos de los
(imdos provinciales y locales: 4.° yue se
conceda a las diputacionc•s la convenirnte

(l:^) A.P.A. pp. 15i-27.
(l4) Ib(d.

(15) ^^tir hiz.u prese•nte• yur la Ley de Insn ucción Printaría cic• ?. cic• estr me•s, t:tntu pur su car.Scu•r dr me•-
dida genrral cuanto por las circunstancias y conciicionr^ cic I:ts provin^ias hermanas y pur la .cdtninistracitíy, rs-
pecial yur a éstas esta solrmnementr reronncida por Lt Icy vil;c•nte en la matrria rra inc•jrcutablr rn dif<•rrnte•s
important(sirnos puntos de la misma a mrnos yuc no se acrpte I:t invasie5n yur a las instituci^me.c fi^rale•s urasiu-
narfa lo yur nu podrá rtrctu:rrsc• sin fiiltar a Ics drhrres yuc las diputa^ic,nc^ hah(:tn jatr.tcio antr Lts rrsprrtiv:ts
juntas grncralrs, por lo quc rra dr reclam;trsc rcvrrc•ntrmc•ntr c•n cl scnrido m:ís ^„nducc•nrc• a I:ts lihrrtadr+ Jc•i
país romo en c,tras crcasiunrs an:ílcrgas sr ha prarticado srtialacl:tmrntc• c•n G dc• nuvicmhrr cir I R5? ccrn mutiv^,
cic la Lry dc instruc:ic5n púhli^a dc 9 clc sc•tic•mhrc• dc• ayuc•I :ul^^•^. Ib(cl.
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digna intervención en las Juntas mante-
niéndolas en la facultad de nombrar los Se-
cretarios de dichas corporaciones y conce-
diéndoselas la de nombrar también el
Inspector o Inspectores, sefialando a estos
funcionarios su remuneración y estable-
ciéndose la libertad en los nombramientos
y la amovilidad a voluntad del pafs: ( ...) 9.^
que asf bien se conceda a los ayuntamientos
pueblos y concejos la atribución y facultad
de hacer los nombramientos de maestros y
se6alarles su sueldo16.

De la lectura de las conclusiones se
deducen dos preocupaciones: en primer
lugar tener la capaeidad de nombrar a los
maestros, preservando para las diputa-
ciones y ayuntamientos el control de la
enseñanza; por otra parte, dejar inamovi-
ble el sistema de retribuciones, incluso el
pago en especie, para evitar a los ayunta-
mientos muy pequefios el problema del
^ago a los maestros; asimismo eludir los
tncrementos retributivos impuestos que
imposibilitaban la continuidad de esas
pequeñas escuelas, como sucedió a co-
mienzos del siglo siguiente. Al mismo
tiem^o se aseguraba una dependencia
admtntstrativa dtrecta y discrecional por
parte de los municipios y concejos en
materia de enseñanza. Obsérvese tam-
bién cómo se ped(a mantener la compati-
bilidad de la función docence con otras
actividades (sacristanes, secretarios de
ayuntamientos...).

Al margen del celo por cuidar las
competencias seculares que tenfan las di-
putaciones derivadas del ropio hecho fo-
ral, hay algunas razones dé fondo que mo-
tivaban la pacífica rebelión de las tres
provincias vascas, tal y como ya hemos re-
ferido. Una de ellas era el especial régimen
de designación de maestros y el sui generis
sistema de retribución. EI pluriempleo en

(1G) Ibfd.

(17) Ibfd.

diferentes funciones, además de la de
maestro, como era la de secretario de
Ayuntamiento, sacristán, tareas agrícolas
complementarias, etc., contribuía a una
retribución digna, y evitaba que muchos
ayuntamientos pequeños se vieran en la
insolvencia del pago de las retribuciones
fijadas por la ley, incluso la costumbre,
bastante generalizada en los pequeños nú-
cleos rurales, de pagar en especte. Así, se
afirma que los

ayuntamientos se componen de 6, 8, 10,
12, 20 y más pueblos, y no los ayuntamien-
tos sólo, sino los pueblos que se dividen a la
vez en barrios y anteiglesias distantes, con
los que pagan los salarios de los Maestros.
Agréguese a esto que los pueblos son pobres
y que as( la dotación de los Maestros como
las demás cargas publicas las satisfacen en
frutos al vencimiento del afio comúnmente
en el mes de septiembre por repartimientos
y derramas vecinales, y estará demostrado la
impracticabilidad de la centralización de
fondos estatuida por la Ley. EI exigir a estos
pueblos en metálico por meses o trimestres
el pago de la dotación de los Maestros, es un
verdadero imposible, pero no lo es el exigir-
les después de la recolección de la cosecha,
dos, tres, cuatro fanegas de granos que en-
tregan gustosos para retribuir los desvelos
del Profesor que durante el año ha instruido
y educado a sus hijos^^.

Pero aparte de estas razones, debemos
una vez más constatar la resistencia a ce-
der espacio competencial a la fi gura del
gobernador civil, verdadero re^idor y re-
presentante del poder central. Nn definiti-
va, resistencia a perder el sutil hilo de co-
nexión y de control social e ideológico de
la población, bastante diseminada en po-
blaciones menores de 500 habitantes.
Aqui la figura del maestro resultaba un
instrumento fundamental.
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Las diputaciones tampoco mostrarán
su anuencia respecto del plan de forma-
ción de maestros atribuido ahora a los ins-
titutos de segunda enseñanza, tal como lo
exponfa la ley de 1868. Asf lo demuestra la
queja de las diputaciones, que considera-
ban que dicho paso por los tnstitutos para
adqutrir el t[tulo de maestros alejarfa a és-
tos de la enseñanza rural, que era la mayo-
ritariamente impartida en Álava. Además
suponía un esfuerzo económico excesivo
para los padres enviar a sus hijos a conse-
guir el tftulo, de lo que se deduce que la
carrera del magisterio estaba muy deva-
luada. Tanto es asf que consideraban un
esfuerzo desproporc^onado el gasto para
su formación si se tenfa en cuenta la situa-
ción retributiva y el prestigio profesional
con que se iban a encontrar los maestros:

será diffcil que los padres hagan el sacrificio
de dedicar sus hijos al egercicio (sic) honro-
so del profesorado, asf por falta de medios
lo que desgraciadamente es tan común en
este m(sero suelo, como por que los que a
costa de sus reducidas fortunas obtengan
los t(tulos de maestros, no se conformarán
con ir a servir escuelas de tan cortas dotacio-
nes como son por lo general las de estas Pro-
vincias.

Las diputaciones temfan que los maes-
tros formados según estipulaba la ley fue-
ran a escuelas de poblaciones importantes.
Quizás por ello se reclamó desde la Junta
General el restablecimiento de la ley Mo-
yano en cuanto a la formación de los maes-
tros, con dos tipos de profesores, los pro-
vinciales con un curso de formación, y los
elementales con dos; teniendo la propia

provincia atribución sobre los prirneros,
incluso en lo que se refería a la expedición
de sus títulos. De esta manera la Diputa-
ción cuidaba su privilegio de poder selec-
cionar a sus maestros y evitar que tan im-
portante instrumento de socialización
quedara fuera de su jurisdicción. Solicita-
ban, en consecuencia, la continuidad de la
escuela normal superior que estaba en ries-
go de supresión como consecuencia de la
ley de 186818.

No menos esmerado era el celo por
mantener la facultad de supervisión de la
enseñanza, cuestión ésta que era dirigida y
organizada desde la Diputacián. AsI lo ma-
nifestó la comisión para la organización de
la instrucción pública que se creó a instan-
cias de la Junta General en octubre de
1868'`'. Visitadores y comisiones o juntas
locales ejercfan un constante control y eva-
luacián de las necesidades Ilegando asf a las
inquietudes y requerimientos de la más
modesta escuela y del más pequeño pue-
blo. La verdad es que no consta que la
Inspección estatal funcionara en las pro-
vinctas vascas en el perfodo mencionado.

Pero el es pfritu descentralizador de la
Diputación alavesa, al reivindicar el res-
peto a sus competencias, implicaba dar a
los municipios y pueblos el máxirno gra-
do de atribuciones: desde la elección de
los maestros, la fijación del sueldo y la re-
gulación de las pagas, la asignación de es-
cuelas en los diferentes núcleos rurales, la
duración de las clases, la corrección de las
faltas académicas o de conducta de los
profesores, la propuesta de premios y re-
compensas, etc.; aunque no siempre esta
descentralización iba a suponer tnejores

(l8) A./'.A. U.H. pp. 107-5. Infi>rmr dr la C;omisián provincial dr instrucción hública.

(19) ^^No menos yue rl cuidado egrrcido por la Uiputación para la fi^nnación dr marstrua ha ^ido rl rm-
prño drmostrado por la [)iputarión misma para la visita rspecial y tiuultativa dr las rscuelas. Aprnas hay dispo-
sición alguna desdr mucho (...) tirmpo atr.ís rn yur no sr rrconozca la indisprnsablc nrcrsidad dc un visir.tdor y
Ir rncomirndr importantrs funciones. [)r ayu( rl yur la cumisihn haya crr(du igualn,rntr indisprnsaólr Ia exis-
trncia de estr funcionario yue ha dr srr por dreirlo así un pudrroso brar^^ auxiliar dr la Junta provinciab^ A. P.A.
1).1^. pE,. 107-5.
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condiciones al eludir los propios pueblos
las responsabilidades económicas o con-
siderar en un segundo plano sus obliga-
ciones en esta materia, con perjuicio, so-
bre todo, del estamento del magisterio.

A estos efectos, la Comisión para la
organización de la instrucción pública de-
cía en su resolución duodécima

que la duración de las clases, régimen inte-
rior, correcciones que hayan de imponerse a
los niños, vacaciones, pago de retribucio-
nes, etc., se fijarán por los ayuntamientos
oyendo a la Junta de distrito y comproba-
ción de la Diputación foral, quien para dar-
la deberá o(r a la Junta Provincia (... )»20.

La verdad es que la Diputación habfa
decidido a esas alturas e1'ercer el «pase fo-
ral» respecto a la ley Catalina. Es decir
«acatar pero no cumplir» la ley, por ír
contra el fuero, el uso y la costumbre tra-
dicional de los alaveses. Lo demuestra la
circular de la Junta de Gobierno de la Di-
putación a los ayuntarnientos emitida el
día 3 de octubre de 1868, curiosamente a
los pocos días de la revolución septem-
brina, que formularta dicho «pase foral»
en estos términos:

La Junta considerando:
I.° Que la instrucción pública, así prima-
ría como secundaria, ha sído siempre parte
integrante de la administración y régimen
foral.
2.° Que la Uiputación General de la Pro-
vincia y los ayuntamientos y concejos en el
círculo de sus respectivas atribuciones han
ejercido constantemente, y de la manera
más absoluta, cuantas facultades han sido
convenientes para el desarrollo y mejor es-
rado de dicha parte de la administración del
país, debiéndose a éste el adelantamiento y
brillante situación de la provincia respecto
al indicado ramo, que tan ventajosamenre

(20) Ibtd.
(21) A.P.A. pp. 107-5.

colocó a este País entre los pueblos más civi-
lizados y cultos.
[...]
4.° Que la Ley de Instrucción Primaria
última de dos de junio, afecta a varias de sus
disposiciones de régimen foral, a las atribu-
ciones que a la Diputación, ayuntamientos,
pueblos y concejos han competido por fue-
ro, uso, costumbre y ordenanza, respecto de
la enseñanza pública [...], la Junta Decreta:
1.° Queda sin efecto dicha ley de Instruc-
ción Primaria de 2 de junio de este afio en el
territorio de la provincia de Álava.
2^ Quedan, a su consecuencia sin efecto
también cuantas órdenes, disposiciones y
providencias se hayan dado para la ejecu-
ción y cumplimiento de aquella.
3.° Que se devuelvan desde luego a la
Junta General y Diputación de la provincia
y a los ayuntamientos, pueblos y concejos
todas las atribuciones y facultades que por
fuero, costumbre y ordenanza ha tenido en
el ramo de ensefianza primaria y a cuanto
concierne a la instrucción pública de la ju-
ventud alavesa.
4.° Que se imprima y circule este acuerdo
con profusión a las hermandades, ayunta-
mientos y concejos21.

Era evidente que las armas se ponían en
alza y que la Diputación alavesa daba un sal-
to ímportante en el camino de no admitir
normas que invadieran el fuero, en el inten-
to persistente de controlar la enseñanza para
tener bajo su influjo a la sociedad.

Esta situación de resistencia se man-
tuvo, a lo largo del si glo x ►x como una
constante inalterable. Era demasiado im-
portante ara la Diputación no ceder en el
control dél sistema escolar. Se jugaba de-
masiado en el mantenimiento de esa for-
ma de vertebrar la socicdad alavesa y de no
cejar en modo alguno en ese dominio
sobre las mentes y las conciencias que
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significaba el tener en sus manos los hilos
de la estructura administrativa y escolar
del sistema educativo.

En la década de 1880 fue la Diputa-
ción la encargada de formar los presu-
puestos de atención a la primera enseñan-
za. Incluso a final de siglo, cuando el
Estado se quiso arrogar el ^ago de los sala-
rios del profesorado, las dlputaciones vas-
cas obtuvieron el beneplácito del gobier-
no para seguir gestionándola. En realidad,
hasta comlenzos del siglo siguiente el
Estado no se planteó de forma firme la
asunción de las competencias educativas
y, ^or tanto la formación de un sistema
umtario de educación lo que implicaba el
nombramiento de los maestros y su selec-
ción, el pago de sus salarios y la formación
de un escalafón docente.

EL ARREGLO ESCOLAR Y LA

CONFIGURACIÓN DE UN SISTEMA UNITARIO

Como se ha indicado, la financiación del
pago de las atenciones de primera enseñanza
ya venla siendo regulada por el Estado desde
1901. Hasta 1910 las provincias vascon ga-
das fueron sistemáticamente excluidas de las
medidas generales de financiación de la en-
señanza adoptadas por el Estado. Ahora
bien, el hecho de que el sueldo m(nimo en el
resto de España se sicuase en 500 ptas. oca-
sionó abundantes fugas del magisterio fuera
de Álava, y por tanto se detenoró notable-
mente la situación de la calidad docente.
Fue en 1910, por exigencias de consigna-
ción de las cuantías de las retribuciones a la

caja de derechos pasivos de toda plaza va-
cante, cuando se produjo una soterrada
sublevacián de los ayuntamientos alaveses,
muchas veces bastante explfcita a la luz de la
abundancia de comunicaciones de dichos
ayuntamientos a la Diputación expresando
su protesta.

Hemos visto en capftulos anteriores la
respuesta que la Diputación de Álava, casi
siempre en unión con las otras diputacio-
nes vascas, daba a las normas centralizado-
ras de los gobiernos que se iban sucedien-
do durante la restauración borbónica, y la
aversión c^ue hab[a en Álava a todo lo que
supuslera Intromisión en la autonomla or-
ganizativa y en la idiosincrasia de la orga-
nización educativa alavesa.

En 1908 se reunieron las provincias
vascas y Navarra, a fin de analizar la ponen-
cia de Vizcaya que reivindicaba el nombra-
miento de los maestros de estas provincias.
Como de costumbre, los intentos de unifi-
cación de propuestas para llevar a la capital
del Reino provlnieron de Vizcaya. Ésta se-
r[a el elemento dinamizador de voluntades
y el acicate para conseguir una alianza vasca
contrapuesta al poder central.

En la conEérencia celebrada entre las
cuatro provincias - incluida Navarra- se
alcanzó un acuerdo unánime respecto a
la necesidad de rescatar el nombrarnien-
to y se^aración de los maestros por los
respecuvos ayuntamientos. El objetivo
era tener un magisterio acorde con las
exigencias de dichas corporaciones, y
concordcs a lo que se consideraban ca-
racterísticas e idiosincrasia de cada lu-
gar-".

(22) ^^CONC1.US1ONFS: Como drsidrratum: rl numbranricntu y srpar:uiiín dr Mar+trus por lu+
Ayuntamienros y para ronseguir este derrcho, procurar rl concurso dr todas las c•neidades yue trngan igual aspi-
ración.

Mirntra^ rso no se pueda cernseguir, sin prrjuii io dr mantrnrr siemprr viva la prutc•sta, pa};:u wnur máxi-

mum lo consi^;nado rn los presupurstos municipalcs drl afiu 1901.

Acudir unidos lus Iirprrscnrantcs ^lr Lts cuatro diputaciunrs vascu-navarras a MadriiL para grstiunar cn cl
Gohierno Ia consrcución dr las conclusiunes precrdentes (... ).^^

A./'.A. l).H. pp. 55N5-30. óteunión dr diE^utadus vasco-nav:rnus.
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La respuesta del Ministerio, a través
de un interlocutor -el marqués de Val-
despina-, no se hizo esperar. En ella fija-
ban las soluciones del Ministerio a las
pretensiones de las provincias. Una de
ellas era la que se derivaba de la ley del
31 de diciembre de 1901 que consagra-
ba la especialidad del ré gimen adminis-
trativo vascongado. Esa ley y las disposi-
ciones subsiguientes reconocían unos
derechos en todos los ramos derivados
de la actividad de los municipios vas-
congados, por el reconocimiento de la
seriedad de éstos en el cumplimiento de
sus obligaciones. En consecuencia, se fa-
cultaba a esos ayuntamientos para nom-
brar y separar a los maestros. Otra, la se-
gunda, se soportaba en la competencia
de las diputaciones vascas para pagar di-
rectamente las necesidades de personal y
material de las escuelas públicas de pri-
mera ensefianza, con arreglo a los mis-
mos criterios y cantidades retributivas
que en el resto de Espafia. De tal manera
que el Estado satisfaría las diferencias en
más de las cantidades pagadas en este
concepto de sostenimiento de la ense-
ñanza. O, en caso contrario, éstas -las
diputaciones- entregartan al Estado la
diferencia de lo pagado en menor cuan-
tía^3.

Por tanto, la negociación de las dipu-
taciones se movla más en el terreno del
posibilismo que de los principios. No im-
portaba tanto preservar el ré gimen priva-
trvo o la capacidad de auto^obierno como
obtener las meĵores condiciones que posi-
bilitaran el mantenimiento de la estructu-
ra educativa de las provincias sin aumento
de gasto.

Ya nos hemos referido al aho go fi-
nanciero en el que estaba la hacienda ala-

vesa por los nuevos tributos, llegando a
aportar al Estado el 60% de la recauda-
ción. La gota de agua ya habfa rebosado
el vaso por el artículo 17 de la ley de Pre-
supuestos de 1911 que establecía como
sueldo mínimo de los maestros la canti-
dad de 1.000 ptas., así como por las dis-
posiciones sobre formación del escalafón
general de maestros. Se formó así el esca-
lafón del magisterio, y se estableció su
sueldo entre 1.000 y 4.000 ptas. inde-
pendientemente de la escuela que sirvie-
ran, según la categor(a que alcanzare. Ló-
gicamente cundió la alarma económica,
ya que esta medida suponía una sangría
diflcil de soportar para una provincia de
esas caracter[sticas demográficas y con
esas dimensiones municipales.

Para evitar la situación que provocó
dicho marco normativo en Alava, la Di-
putación solicitó, nuevamente, la autono-
mía en materia de instrucción primaria,
reclamando la capacidad de nombrar y se-
parar a sus maestros. Se aspiraba, por tan-
to, a«poder disponer de un plantel o se-
minario de profesores conocedores del
país, afectos a sus habitantes, ami gos de su
prosperidad y que inspirados en el común
senttr de sas conciud-adanos y solidarios
en sus pensamientos, contribuyesen con
el e'ercicio del Magisterio a inculcar, desa-
rro^lar y difundir las ideas, prácticas y co-
nocimientos que son base sólida y castiza
de nuestra peculiar manera de ser»z4. Sin
embargo, como se6aló el Sr. Dans, dipu-
tado general de Álava, la respuesta fue en
parte negativa:

EI resultado confirmó nuestros remores.
AI mes de iniciar nuestra gestión, en 6 de
marzo último, el Consejo de Ministros
acordó por unanimidad que no era posible
acceder a la petición de las Provincias

(23) Ibid.
(24) Estudio-dictamen referido. A.P.A. D.H. pp. 1351-I L^^la instrucción pública en la provincia de

1^ava,^.
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Vascongadas y Navarra, referente a que se
les concediera el nombramiento y separa-
ción de los Maestros, y que lo único que
podía hacer era que las provincias pagasen
por lnstrucción primaria lo que les corres-
pondía satisfacer en primero de enero de
1902 (...)z5

El diputado general, con sentido
posibilista, optó por poner a considera-
ción de los munictpios y resto de entida-
des locales perder el derecho de la pro-
vincia a la selección de los maestros, a
cambio de la compensación por el Esta-
do de las cantidades que resultaran de la
diferencia entre los sueldos pagados en
el afio 1901 y las retribuciones fi jadas
como m(nimas en ese momentozC. Para
aceptar esa conclusión hacfa una valora-
ción de las consecuencias que se deriva-
r[an de no hacerlo:

En mi humilde opinión, ya que ha sido
desahuciada nuestra pretensión de auto-
nomía en instrucción primaria, debemos
aprovechar el ofrecimiento que el Gobier-
no nos hace en su resolución de G de mar-
zo. Perdemos el derecho a pagar los maes-

tros, pero la conservación de ese derecho
puramente nominal, honorífico y sin nin-
guna eficacia práctica, nos costar(a dema-
siado cara. Para sostener nuestras escuelas
con el sueldo mínimo de 1.000 pesetas,
habrfamos de aumentar por modo exorbi-
tante los gastos municipales, y ese aumen-
to no pueden soportarlo muchos ayunta-
mientos. Por otra parte, ni aún con esa
asignación de 1.000 pesetas, se cumpliría
con el nuevo sistema la obligación de pa-
gar al maestro, pues no hay que olvidar
que el haber de éste ha de ser en adelante
personal, y que puede darse el caso ago-
biador de que en la escuela más insignifi-
cante Ilegue a haber un profesor con cre-
cidísimo sueldo27.

En 1912 se planteó por la Diputa-
ción un régimen económico particular
de Álava para ^oder mantener la red es-
colar, en prevtstón del arreglo p ropues-
to ^or el Gobierno. En virtud de este
régtmen, la financiación de las escuelas
yuedó dividida en diferentes catego-
rías, de acuerdo con su capacidad fi-
nancierazH.

(25) Ib(d.
(26) ^^La fórmula aludida es:

Que el Gabierno se hag:t cargo de las atenciones de primera ensefian•r.a mediante el pago de lo consignado
en e) presupuesto de 1901 por los Ayuntamienros, y quc la dii^rencia entre esa suma y la actualmente consigna
da se destine en su dfa al sostenimiento de las escuelas yue se supriman y mcjora dc la rnseFianra, cnn lo cual se
conseguir(a una grand(sima mejora en este servicio, sin aumento algunos de gasto. (...) Vitoria a R de mayo de
I912.N

(27) [b(d.
(28) ^^AYUNT'AMIEN"1'OS NORMALf?S.
Fscuelas de 825 pesetas: Amurrio: 2; Aramayona:2; Arcrniega 2; C;ampezo: 2; f?Icirgo: 2; f^orunda: I; l.a-

bastida: 2; l.aguardia:2; Salvatierra: 2. 'I'otal de escuelas: 20.

las cantidades satisfechas para atcndrrlas eran las siguientcs:

Sueldos 17.100,00
Rctribucionrs 1.R37,50
Matrrial 2.701,SG
Aduhos I .65 i,75
Marrrial adultos 152,99

"I O'I'AI. 14.74(,.IU pcrs.
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En el año 1913 se llegó a un acuerdo
entre los ayuntamientos de Bilbao, San
Sebastián y Vitoria en relación con la ley
de 30 de diciembre de 1912. Dicho acuer-
do se alcanzó en una reunión celebrada en
Bilbao el d[a 10 de febrero de 1913 con la
concurrencia del alcalde de San Sebastián
Marino Tabayo, el alcalde de Vitoria Ju-
lián Daniel y por parte de Bilbao asistie-
ron Federico Moyúa, alcalde de Bilbao> y
otros ediles municipales.

Las cuestiones planteadas giraban en
torno a los seis puntos siguientes:

1.° Necesidad de recabar y obtener ga-
rantías de que la consignación a material se
ha de invertir debidamente.
2.° Posibilidad de que las corporaciones
locaies funden escuelas de carácter extraoF-
cial o nombre maestros del mismo carácter
para las escuelas oficiales.

3.° Ueterminación de la entidad que ha
de sufragar los gastos correspondientes a las
escuelas creadas después del afio 1901.

4.° Obligación de satisfacer los inheren-
tes al establecimiento de escuelas que hagan
falta para completar el cupo de la Ley de
instrucción pública.

5.° Forma de implantar la graduación de
escuelas.

6.° Modo de atender eficazmente la
Inspección de los establecimientos de
Instrucción Primaria29.

En definitiva, se cedfa, por interés
económico y por la im^osibilidad mate-
rial de sostener el servtcio educativo, la
competencia de selección nombramien-
to de los maestros, pasandyo el control del
sistema escolar, por primera vez, al Esta-
do, configurándose un escalafón docente
único para todo él.

Pero las tensiones y demandas al F.stado
no quedaron resueltas con este Arreglo.
Poco duró la paz, lo cual dejaba en el am-
biente la sospecha de que el Arreglo había
sido una mera argucia para resolver proble-
mas de financiación de las diputaciones.

y las cantidades que suponen el pagar esas escuelas cubiertas por maestros que tengan derecho a la reforma sertan:

Sueldos 22.000,00
Material 3.6Gb,p0
Adulros 2J50,00
Ma[eria dr adulros G87,50

TO'I'AL 29.103,50 ptas.

l.a diferencia pues sólo podrla alcanzar a 4.357,40 pesetas cuando todos los rnarstros yue rrgentan tales rs-
cuelas tengan derccho a los nuevos aumentos y suponiendo yur lo puedan adyuirir los dr 3 dr rllas yur son dr
parronatos. Hoy únicarnente se hallan en condiciones de tal beneficio 8 dr los 20 maestros dr 825 y la difrrrn-
cia entre lo yue actuaónente percihen y 1o que ies correspondrrta prrcibir a los rncargados dr las escurlas dr 825
ptas. de Álava se reduce a 2.467,61 pesetas.

(.. J
^scuelaa de 550 pesetas, SUO 6 de menor cnnsi,qnrzción:

<2urdan 254 escuelas, de sueldos yue oscilan rntre 550 y 200 ptas. y hay yue suponrr yuc el f^stado nu rs-
tará inclinado a Irvantar rl enonnr gravamen yue suponr el elevarlas a I:t dotación de I.000 hexetas; contu se ha
patrntizado la itnposibilidad de suprimirlas sin gravlsimo perjuiciu para la instrucción, no encuntramos utra su-
IucieSn yue rl sostenerlas con sus actuales dotacionrs y prcrveerl:ts por cuncursu, rn c l cual sr diera prrf^rrne ia a
los m:trstros con tlrulo pero pudiendo caso de no haherlos entrr lus solicitantes cuhrirlas con prrsunas yur pu-
se:tn rl errtifcado draptitud.(...)„ Fstudio-dictamrn rrlérido. A.P.A [).H. 1351-1 I. ^^I.a insrrucción pública rn
la provincia dr Álava^^.

(29) Archirn Murticipal de Vitorin, en adelanrr A.M.V. ^G- i7-18.
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En 1914 los diputados generales de
f^lava, Guipúzcoa y Vizcaya acordaron
por unanimidad gestionar del Gobierno
de S.M. el reconoctmiento a las provincias
vascongadas de las ventajas económicas
cedidas a Navarra por un real decreto de S
de abril y una real orden de 18 de mayo
sobre provisión de escuelas y nombra-
miento de maestros. Los demandantes se
basaron en que las cláusulas firmadas en el
convenio con el Gobierno en 1912 asegu-
raban la concesión a las provincias vascon-
gadas de cualc^uier ventaja cedida a otra
provincia o regtón. Se acordb asf mismo la
comunicación de esta petición a los repre-
sentantes en Cortes de las tres províncías
para que se reunieran y trataran de las pro-
babilidades de éxico de la gestión.

No se produ)'o tal reunión con el Go-
bierno, según refería Luis de Urquijo, di-
putado por Amurrio en las Cortes Gene-
rales, en carta dirigida a Benito Yera, a la
sazón diputado general:

Mi distinguido amigo: Tengo el gusto de
participar a Vd. yue en la reunión celebrada
hace pocos d(as por los representanres en
Cortes de las Vascongadas se tomd el acuer-
do de que una Comisión formada por los
Sres. (:andarías y I'rado se acercasen al Sr.
Ministro de instrucción pública para cono-
cer el pensamiento respecto a la provisión
de escuelas y nombramiento de maestros
vascongados teniendo en cuenta los dere-
chos últimamente concedidos a Navarra.

Según me manifiestan estos sefiores de la
Comisión el Sr. Ministro les hizo la declara-
cibn dr yue tc:n(a propósiro de conceder a
todas las provincias de h:spafia los mismos
derechos yue a Navarra y yue al ef^cto pre-
sentarfan el oportuno Proyecrn de l,ey.
En vista de esto consideramos los represen-
tantes en Cortes yue por ahora no rs necr-
sarío yue tcngan a ésta nínguna ComisicSn
de la [)ipur.tcidn. Le saluda atentamenre su
afectuoso y huen amigo"'

( 30) A.P.A. I).} I. St3G6-`>-

EL MOVIMIENTO AUTONOMISTA EN EL

PAfS VASCO

Más tarde, en 1918, prosiguieron las reu-
niones para presionar respecto al nombra-
miento de maestros por las provincias vas-
cas. A la pretensión de las diputaciones de
separarse del Estado en materia de ins-
trucción primaria -en función de la capa-
cidad que tenfa Navarra de elegir y nom-
brar a sus maestros- los diputados en
Cortes de ^lava contestaron que,

(...) mientras dure el actual Ministerio con-
sideramos inútil pedir, pues ninguna de es-
tas cuestiones querrá tratar, según manifes-
taciones públicas de sus miembros; y en
atención además a que Navarra no tiene
consolidada su situación de privilegío inte-
rior, no se consigna en los presupuestos del
Estado el importe de los aumenros concedi-
dos al tnagisterio desde 1901 a la fecha (au-
mentos que el Sr. Alba ha ofrecido amp(iar
con ocasión de las mejoras de sueldo a los
funcionarios civiles), opinamos yue por
ahora resultará ineficaz para nosotros y pro-
bablemcnte perjudicialfsimo para Navarra
el realizar, antes de la aprobación del presu-
puesto de 1919, otra gestidn yue no sea la
cle apoyar activa y eftca^menre a la Diputa-
.icín de Navarra en su anheln de que se le
equipare econdmicamrnte a nosotros, en
ctEyo momento tendr(amos toda ia rar.dn de
nue^tra parte para pedir se nos igualase a los
Navarros en los derechos yue les concede el
Real l^ecreto de 8 de abril de 1914.

La Qretensión era esperar a la mejora
econánuca de la enset5anza en Navarra para
acceder, acto seguido, a la perición de auto-
nomía en materia de enseñanza al igual que
la concedida a esa provincia ( mejora sirnilar
a la obtenida ^or la.s provincias vascas en vir-
rud del arreg^o de ] 912).

Sin embargo, las asc^ciaciones y fĉdera-
ciones de maestros etnpezaban a adquirir
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cierta fuerza en el ámbito vasco y eran bas-
tante recelosas a dicha autonom[a. No en
vano tenían la experiencia de las mejoras
económicas que les habfa proporcionado
el Estado, en contraposición a las penali-
dades y penurias a las que estaban acos-
tumbrados a recibir por parte de las auto-
ridades forales y locales, que, tal como
hemos mencionado ya, prefer(an la sub-
sistencia de la red escolar a la dignificación
del magisterio. Lo señala acertadamente
Daniel Reboredo Olivenza31 de esta ma-
nera:

Los maestros alaveses, guipuzcoanos y viz-
caínos, sus respectivas asociaciones y la Fe-
deración de las mismas se opusieron desde
un principio a la petición de las corporacio-
nes vascas solicitando una cierta autonom[a
en el ámbito de la ensehanza primaria.
No pod(an olvidar los maestros de esta «re-
gión» las dificultades que hubieron de supe-
rar para que el Estado se encargara de pagar
las dotaciones, como lo hac[a en las demás
regiones del Pa[s exceptuando Navarra; ni
tampoco olvidaban que si figuraba en el
Escalafón General del Magisterio era debi-
do a la dependencia dírecta del Estado y no
de los municipios. Si se concebfa la autono-
mfa> perdfan los beneficios adquiridos y asf
mismo los inconvenientes derivados del lo-
calismo administrativo que durante tantos
afios tuvieron que soportar.
En Álava la oposición fue total por parte
de la Asociación provincial y de los parti-
dos que la integraban (Amurrio, Laguar-
dia y Vitoria) asf como de la prensa profe-
sional de la provincia, El magisterio de
Álava y el Defensor de los maestros, y de la
prensa ordinaria La Libertad y el Neralda
Alavfs.

En Álava se sucedieron las reuniones
de maestros alarmados por la posibilidad

del advenimiento de una autonomfa vas-
ca. Asi lo refiere el mismo autor:

Sábado ocho de diciembre de mil novecien-
tos diecisiete, (...) previa convocaroria de
tres de noviembre, se reunieron los maes-
tros alaveses para romar una postura firme
en esta cuestión. Con el salón de actos de la
Escuela Superior de nifios de Vitoria como
escenario, se dieron a conocer los trabajos
realizados por la Federación de Asociacio-
nes del Magisterio y por la Asociación del
Partido de Vitoria. Una vez discutidas las
diversas posturas, se decidió solicitar la
reintegración de los maestros de Navarra en
el ámbito de la Legislación General de ins-
trucción primaria, ya que este hecho era la
única base en que se apoyaban las preten-
siones autonómicas, y solicitar de1 Gobier-
no Central que no se concediera la autono-
mfa que éstas pedfan. Ambas peticiones se
entregaron al Gobernador Civil de Álava
-Luis Argiielles y Argiielles-!^.

Según el autor citado, los maestros te-
nían otro temor acumulado por su expe-
riencia, que era el de que los ayuntamien-
tos se negaban a pagar las retribuciones a
los titulares de las plazas nombrados por el
Estado, incluso a los nombrados con ante-
rioridad al Arreglo de 1912, firmado con
el Gobierno.

Esta pugna de intereses llevó incluso
al enfrentamiento dialéctico entre la re-
presentación corporativa de los maestros y
el órgano de difusión del nacianalismo
vasco Euskadi, sucediendo lo mismo con
el propio ó rgano de prensa de los maestros
alaveses El Defensor de los maestrvs.

Al final, lo que desbordó la gota de
agua fue la negativa de la Diputación de
Navarra en 1918 a pagar a los maestros,
transfiriendo todas sus obligariones a
los municipios correspondientes. Esto

í31) D. Rfa+uat.nu Oi.ivxNZa: ^^Autonomfa vasca y enseñanza (1912-1919)^^, en Rrvrirn Muga (9^),
p. 3G.

(32) Loc. cit,
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suponía, en la práctica, el impago de la
diferencia entre lo que el Estado daba a
la Diputación en materia salarial y lo
que se entregaba a los maestros, que era
cubierto por la propia Diputación. 'I'ras
sucesivas asambleas, la Diputación na-
varra acordó no pagarles más que la can-
tidad establecida en el real áecreto del 8
de abril de 1918, lo que supon[a una
pérdida del 10% de los haberes percibi-
dos hasta entonces por los maestros.
Esto supuso un revuelo impresionante
que arrastró el apoyo de los maestros
alaveses y que no cesó hasta el adveni-
miento de la Dictadura de Primo de Ri-
vera33.

1919 fue un año de unificación de
criterios de las provincias vascas para ins-
tar al ejercicio de la ensehanza con un ca-
rácter autónomo.

En el pasado había habido algunos
precedentes como la conferencia celebra-
da en Vergara los días 7 de febrero y 22 de
junio de 1868, o la de Pamplona de120 y
21 de junio de 1899. En 1868 se protesta-
ba principalmente contra la centraliza-
ción de los fondos destinados a la instruc-
ción primaria, contra la constitución
centralista de las juntas provinciales de
instruccián pública, contra la institución
igualmente centralista de inspectores y
contra la conculcación de las atribuciones
de los ayuntamientos en el nombramiento
de maestros. Para ello se recurr(a al dere-
cho foral y se argumencaba la brillante si-
tuación de la ensefianza en Álava, cuando
estuvo guiada por la Diputación y los
ayuntamientos'4.

F.n Vizcaya -afio 1919- no se ve(a
con buenos ojos el nombramiento de los
maestros por el Estado:

Todas las disposiciones relativas a la instruc-
ción púhlica de algunos años a esta parte, es-
rán dictados como si en el ánimo de los Po-
deres Públicos no hubiese más preocupación
que la de mejorar, por todos los medios ima-
ginables, la situación del Profesorado prima-
rio> tendencia desde luego laudable, pero
que no debe ceder en mengua del servicio
público [ilegible] la finalidad de concursos,
traslados, ascensos, permutas y oposiciones
fomenta continuamente la movilidad de(
personal docente. Unan a esto el disgusto
con que la mayor parte de las veces los maes-
tros extrafios a[ Pafs se encuentran en las pe-
quefias localidades donde su habla, ni las
costumbres, ni el modo de ser concuerdan
con las ideas aprior(sticas que el novel peda-
gogo trajo consigo, y se tendrá la explicación
del crecido número de vacantes y de interini-
dad de yue adolece la instrucción primaria
nacional en Vizcaya's.

La iniciativa de la cooperación inter-
territorial volv(a a proceder de Vizcaya,
donde la naturaleza del vasco vizcafno
chocaba muchas veces con la naturaleza y
origen del maestro venido de fuera -se-
gún el parecer de quienes ejercían el po-
der foral.

Todo ello fue alimentando y exten-
diendo un sentimiento autonomista en las
Vascongadas en materia de primera ense-
ñanza. Las diputaciones de Guipúzcoa y
de Álava se hab(an comprometido a for-
mar las estadísticas de sus escuelas, de los
alumnos matriculados, de la asistencia, de
los maestros, de las interinidades, etc. con
la finalidad de materializar esta reivindica-
cibn de autonomía en primera ensefianza,
en una relación de interés con Vizcaya. Y
en caso de no conseguirse [a a^uonomía, se
pensaba solicitar las facultades concedidas
a Navarra en la materia. Dicha reunión de

(33) Referencias tomadas dd vabajo retérido dr L)anicl Rt:ni^ttr:uu.
(i4) A.P.A. l).N. i713-4. ^^[)ocumentación rclativa a la autonom(a rn matrria dr enseñanza primaria

de las provincias vascongadas^^, 1919.
(35) Ih(d.
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las tres diputaciones se ce}ebró en Bilbao
e15 de septiembre de 1919, sin que consi-
guieran su objetivo.

Este sentimiento fue el c^ue dio otigen
en }a II República ai fortalecimiento de las
posiciones nacionalistas cuya más clara
expresión fue e} acuerdo para el texto del
Estatuto de Estella nada más comenzar la
república uniéndose a car}istas y a católi-
cos integristas; es decir, como hab(a suce-
dido durante todo el si^lo xtx mantenien-
do una unidad estratégtca para impedir la
formación de un Estado liberal, en defini-
tiva, en un constante esfuerzo para evitar
una progresión democrática, y ciertas
conquistas como el sufragio universal, }a
igualdad entre el hombre y la mujer mani-
festado en }a coeducación, etc. Es decir, el
peso de} Anti^uo Régimen en el ahoga-
miento de los impu}sos liberalizadores, en
}o cultural, en lo social y en lo político.

CONCLUSIONES

El sistema educativo liberal se fue consti-
tuyendo con tibieza y sin gran determina-
ción durante todo el sig}o x^x, pero no fue
hasta principios del xx cuando se consti-
tuyó de forma efectiva.

En ese proceso de configuración del
sistema educativo libera} tuvo mucho que
ver la formación del propio Estado unita-
rio. La constitución de los Estados libera-
les conllevó de forma pareja la conforma-
ción de sistemas educativos que iban
instruyendo a los individuos para ejercer
su carta de ciudadan(a, a}os efectos de ir
desarrol}ando las sociedades modernas y
superando el Antiguo Régimen caracteri-
zado por un modelo de sociedad estamen-
taria.

En /^lava, el foralismo se resistió du-
rante el siglo xtx a la cesión del control so-
bre el sistema educativo y, sobre todo, res-

pecto al mantenimiento de la capacidad
de selección y nombramiento de los maes-
tros. El Antiguo Régimen adoptaba una
posición residual en el intento de no ceder
en el elemento de adoctrinamiento por
autonomasia: la escuela, en el que tenía
pleno protagonismo la Iglesia. Contra la
uniformidad y centra}ización de} sistema
educativo y contra la progresiva dignifica-
ción del cuerpo docente, el régimen foral
priorizaba el sostenimiento de la red de
pequefias escuelas ara llegar al más lejano
y remoto rincón dé Álava, en su afán por
el control social.

A partir de 1912 e} Estado se har(a ple-
namente con el contro} de la ensehanza, lo
que no im^licaba que surgieran de forma
retterativa imciativas e intentos para recu-
perar el control sobre }a selección y nom-
bramiento de los maestros, teniendo como
fecha más significativa la de 1918, coinci-
diendo con la pujanza del naciona}ismo. A
partir de esa fecha se fue formando una
conciencia autonomista con el nacionalis-
mo como gu(a de la misma. La expresión
más rotunda de este fenómeno se produjo
en la II República de la mano del PNV ^ue
acompafiado de car}istas y de católicos in-
tegristas coadyuvó al proyecto de Estatuto
de Estella ^ara poner Freno al proceso de
secularización y de consolidación del Esta-
do unitario repub}icano.

En definitiva, se vislumbran dos per-
cepciones diferenciadas del papel social de
la escuela: la de quienes la percib(an como
un ámbito de formación de ciudadanos li-
bres, dentro de un Estado liberal que se
debat(a entre una visión integrista de lo
religioso y las posiciones secularizadoras y
la de quienes, desde una posición situada
más en el Antiguo Régimen que en la mo-
dernidad> trataban de utilizar el sistema
educativo con fines de control social y de
adoctrinamiento. Lo que explicarfa mu-
cho de la fenomenologfa política actual.
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